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Reformas institucionales en educación. 
El caso de los avances en la reforma de 
la universidad peruana  (2018-2020)*

Martín Benavides

El presente artículo busca responder a la siguiente pregunta: ¿cómo 
fue posible que una reforma de la educación universitaria en el Perú 
haya podido avanzar en un terreno tan complejo en términos polí-
ticos e institucionales? Desde el 2014, a partir de la promulgación 
de la Ley Universitaria –y la posterior creación de la Sunedu–, se 
han venido produciendo una serie de transformaciones orientadas 
a la mejora de la calidad de la educación universitaria. El objetivo 
de estas reformas era revertir la crisis del sistema universitario, re-
flejada en el incremento totalmente desregulado de universidades y 
filiales de poca calidad, el funcionamiento de programas y universi-
dades ilegales, las altas tasas de subempleo profesional, el uso de 
los recursos universitarios para fines diferentes de los educativos, 
la ausencia de procedimientos internos basados en la meritocracia 
académica, la baja productividad académica, entre otros factores. En 
ese sentido, no había funcionado el sistema de aseguramiento basa-
do en la autorregulación de las propias universidades, acompañado 
en ese momento por una institución acreditadora como el Sineace.

A partir de la Ley Universitaria 30220 y la creación de la Sunedu, 
las medidas de impacto fueron principalmente dos: (i) las acciones 
de supervisión del cumplimiento de la Ley Universitaria en todas 
las universidades y (ii) el desarrollo del proceso de autorización de 

C.

*	 Este capítulo se terminó de escribir en julio del 2021; por lo tanto, no incluye el análisis 
de los acontecimientos posteriores. El autor agradece la asistencia de Elena Casas en 
algunas secciones del artículo.
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funcionamiento (licenciamiento) de las universidades sobre la base de 
garantizar condiciones básicas de calidad. Esos dos elementos, unidos 
a la mejora de las condiciones de financiamiento de las universidades 
públicas y del rol rector del Minedu, son los que permiten hablar del 
inicio de una reforma universitaria. 

Las consecuencias del proceso son conocidas. Dos son también las 
principales. Por un lado, se llegó a sancionar a más de 40 universidades por 
brindar prestaciones ilegales, y por haber hecho mal uso de 400 millones 
de soles. Por el otro, se promovió la mejora de la calidad del servicio 
educativo universitario mediante el licenciamiento, proceso que garantiza 
que las universidades que cuenten con este cumplen las condiciones 
básicas de calidad. Así, se logró culminar con la evaluación: de las 145 
universidades y escuelas de posgrado que funcionaban, solo 94 lograron 
su autorización. Parte de ese proceso de mejora se puede ver reflejado 
–al menos parcialmente– en el incremento de la investigación. Si bien 
como resultado de las presiones por alcanzar una mayor competitividad 
global las universidades peruanas ya venían incrementando lentamente 
su productividad académica, entre los años 2015 y 2017 el número de 
artículos en revistas indexadas se duplicó. Mientras entre el 2010 y el 2013 
se había pasado de 399 artículos a 498, entre el 2015 y el 2017 se observó 
un salto de 572 a 961 (Sunedu, 2020). Son números aún pequeños para la 
escala internacional, pero indican un proceso de mejora.

Según la literatura en reformas institucionales, son varias las condicio-
nes para que estas logren avanzar. Una de las principales es la capacidad 
de cooperación por parte de los actores políticos. Según Lora et al. (2006, 
p. 21), “si estos participantes pueden cooperar entre ellos para concertar 
acuerdos y mantenerlos en el transcurso del tiempo, es probable que se 
desarrollen mejores políticas. En sistemas que alientan la cooperación es 
más probable que surja un consenso en cuanto a la orientación de las 
políticas y los programas de reforma estructural”.

En el caso de la reforma universitaria peruana, no existían esas con-
diciones. Es más: la propia Ley Universitaria fue aprobada con muchas 
dificultades y sin mucho consenso (Benavides et al., 2016). Un resultado 
de esa limitada colaboración y del juego de intereses fue la censura del 
Congreso de la República, en el 2016, al ministro de Educación, Jaime 
Saavedra. ¿Cómo fue posible, entonces, que, en ese escenario, la refor-
ma de la universidad peruana haya logrado cumplir sus primeras metas? 
Consideramos que se produjo una forma de coalición, pero no tanto entre 
legisladores, partidos políticos y grupos de interés, sino más bien entre 
expertos, la opinión pública y una institucionalidad pública independiente 
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que se congregó en torno a una narrativa relacionada con la promoción 
de la calidad en la educación universitaria.1 Todo intento de cuestionar 
esa apuesta por una regulación independiente de la calidad era deslegiti-
mado sobre todo desde la opinión pública. Así, los cuestionamientos a la 
Sunedu eran rechazados por representar los intereses de quienes habían 
llevado el sistema a la situación de precariedad en la que se encontraba. 

Para desarrollar este argumento, empezaremos delimitando el cam-
po de la transformación universitaria. En la primera sección, analiza-
mos los procesos de cambio de los sistemas universitarios desde una 
perspectiva comparada. En la segunda, presentamos las resistencias 
frente a la reforma. En la tercera, planteamos los elementos que per-
mitieron su avance. Y, finalmente, desarrollamos cuáles deberían ser 
los siguientes pasos de la reforma.

1. ¿Por qué cambian los sistemas universitarios? 
Una mirada comparada del caso peruano

Si bien es posible encontrar bastantes similitudes en los modelos 
universitarios de diferentes países (Schoefer y Meyer, 2005), existen 
también importantes variaciones en la forma en que se organizan los 
sistemas universitarios en el mundo. Efectivamente, a pesar de las 
similitudes, los sistemas se diferencian por la dinámica de la relación 
que se establece, en cada país, entre las universidades, el Estado y el 
mercado. En palabras de Clark (1983), ese triángulo de coordinación 
se adapta a las diferentes circunstancias en las que opera. De hecho, 
Clark habla de tres tipos de sistemas universitarios: (i) estatales, ges-
tionados fundamentalmente desde una burocracia gubernamental; (ii) 
de mercado, caracterizados porque el mercado define el rumbo de la 
universidad; y (iii) de oligarquía académica, en los cuales las universi-
dades se gobiernan a sí mismas. La mayor complejidad se manifiesta 
cuando se producen combinaciones entre esas formas al interior de 
los sistemas nacionales (Clark, 1983). 

Más recientemente, Dobbins (2011) profundizó en esta idea al definir 
tres tipos de marcos regulatorios: (i) el Estado-céntrico, en el cual el Esta-
do ejerce control directo y las universidades gozan de poca autonomía; (ii) 
el de autogobernanza académica, que –por el contrario– cuenta con un 
sistema administrativo débil y una fuerte autorregulación; y (iii) el orienta-
do al mercado, basado en la premisa de que las universidades funcionan 

1 	 La importancia de las coaliciones fue señalada por Sabatier (2005) en sus reflexiones 
sobre la implementación de políticas.
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mejor si se manejan como negocios en un contexto en el cual la libertad 
de mercado prevalece. 

Brunner (2011), por su lado, plantea un cuadrante en el que se defi-
nen cuatro tipos de gobernanza del sistema según su tipo de gestión y 
según quiénes lo gestionan, sean ellos agentes internos o externos a las 
universidades. Así, por el lado de la gestión burocrática –señala Brun-
ner–, existen los modelos burocrático (agente externo) y colegial (agente 
interno), mientras que, por el lado de la gestión emprendedora, los mo-
delos de la gobernanza emprendedora (agentes externos) y de las partes 
interesadas (agentes internos). 

A nivel global, y según las diversas tradiciones y circunstancias, los 
sistemas universitarios difieren, entonces, en sus modelos de gestión. 
Por ejemplo, señala Brunner (2011), los sistemas universitarios alemán y 
francés eran principalmente gestionados por una burocracia estatal. El 
primero buscaba formar a una élite científica; y el segundo, a los cuadros 
profesionales que trabajarían al servicio del Estado. En el caso de Esta-
dos Unidos, el mercado es el que ejerce su dominio sobre la gobernanza 
universitaria. Krücken y Meier (2006, p. 245) señalan que la universidad 
estadounidense poseía cualidades que se asemejaban más a una cor-
poración de negocios. En palabras de Labaree (2007b), el sistema ame-
ricano es más independiente del Estado, pero más dependiente de los 
consumidores y, por lo tanto, más estratificado. 

¿Qué ocurre con las universidades latinoamericanas? Según Brun-
ner (2011), la mayor parte del sistema se ha venido gestionando desde 
las oligarquías académicas. Ello, tal como señala Bernasconi (2008), 
como resultado de la reforma de Córdoba, la cual propuso la defen-
sa de la autonomía universitaria frente a los intentos de control por 
parte del Estado. No obstante, en esta región, al igual que en Europa, 
también se empezaron a transformar –desde los años noventa del 
siglo pasado– las misiones sociales y económicas de las universida-
des. Algunas características de este proceso han sido el retiro parcial 
del Estado como ente financiador y la mayor atención a la investiga-
ción. Asimismo, el rol del Estado frente a la universidad ha cambiado: 
se han instaurado nuevos paradigmas de gestión universitaria y se 
fomentan nuevas relaciones entre la industria y la universidad. Todo 
ello, en palabras de Dobbins y Knill (2014, pp. 1-2), puede ser también 
producto de presiones transnacionales y exigencias domésticas que 
se pueden identificar como una consecuencia de la “mercadización” 
de la educación superior.
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En resumen, en la América Latina de los años noventa del siglo pasado, 
los sistemas de educación superior mostraban –según Brunner (2011)– 
dos características particulares: (i) un concepto de autonomía, más en-
tendida como autarquía; y (ii) un crecimiento explosivo de la educación 
privada. En ese contexto, además, las universidades públicas empezaron 
a introducir elementos de gestión privada, lo cual llevó a algunos, como 
Mollis (2010), a pensar que la identidad pública transitaba hacia una iden-
tidad corporativa relacionada con lo que ella denominó una privatización 
del interés público educativo. En todo caso, tal como señala Brunner (2011), 
se produjo un claro enfrentamiento ideológico entre la gestión regida por 
valores burocráticos y aquella inspirada en prácticas empresariales.

En ese escenario, la forma en que cada país resolvió la coordinación 
entre el Estado, el mercado y las propias universidades llevó a distintas 
formas de regulación. En todas estas estuvo presente un Estado evalua-
dor, pero con diferencias: algunas promovieron sobre todo un modelo 
de control estatal; otras, un modelo de supervisión estatal en el cual las 
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instituciones definen sus misiones y prioridades. Dependiendo del tipo 
de régimen político y de la fortaleza del concepto de autonomía, los Es-
tados se ubicaron en uno u otro modelo. 

En la región emergieron, así, diversas iniciativas de aseguramiento de 
la calidad (Benavides et al., 2016). En el Perú, dada la transición hacia una 
mayor importancia del mercado y la fuerza de la narrativa de la autono-
mía universitaria, el modelo regulatorio finalmente empleado fue uno de 
tipo supervisor, más que de control (Benavides et al., 2019). Sin embargo, 
quedaba claro que el sistema de aseguramiento basado únicamente en 
un sistema de acreditación no había logrado los resultados esperados. Por 
el contrario, en ese escenario, había empeorado la calidad del sistema, lo 
cual condujo a que el propio Tribunal Constitucional (2008) definiera un 
estado de cosas inconstitucional, al no garantizarse el derecho constitu-
cional a una educación universitaria de calidad. Ello derivó en la promul-
gación de la Ley Universitaria 2014 y en el diseño e implementación de la 
Sunedu, elementos sustantivos del proyecto de reforma universitaria.

2. La dificultad de implementar reformas orientadas hacia la 
calidad: el caso de la reforma universitaria y sus resistencias

Los cambios en la educación superior están determinados por los con-
textos nacionales, y si bien en apariencia se puede identificar una narra-
tiva global y propuestas regulatorias similares, el diseño de las políticas 
de educación superior –al igual que en muchas áreas de la política públi-
ca– está inmerso en la vida cultural nacional, en los contextos sociales y 
políticos (Musselin y Texeira, 2014). Para entender por qué –a pesar de las 
similitudes entre los sistemas universitarios– los resultados de la relación 
entre Estado, mercado y universidad son diferentes, es importante anali-
zar la dinámica política e institucional de las reformas del Estado. 

Según Navarro (2006), en el campo educativo, las políticas de expan-
sión predominan sobre las de calidad, lo cual se explica por la fuerza de 
los intereses que se oponen a las transformaciones. Según dicho autor, 
en la región, a partir de la debilidad del Estado, las medidas de expansión 
–tales como políticas de acceso o capacitación masiva a docentes– se 
han generalizado desde los años sesenta del siglo pasado, pues están 
alineadas con los intereses de todos los actores. Esto a diferencia de las 
políticas orientadas a la calidad, que suelen afectar intereses y, por lo 
tanto, son debilitadas por coaliciones que se forman en contra de ellas. 

A partir de ese enfoque, pueden entenderse las dificultades que ha 
enfrentado la reforma universitaria. Efectivamente, tanto el proceso de 
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diseño y promulgación de la Ley Universitaria como su implementación2 
han sido, quizás, la expresión más clara de las dificultades que ha 
enfrentado una reforma orientada hacia la calidad. 

En el proceso de implementación de la ley se presentaron principal-
mente al menos dos tipos de resistencia: (i) la de ciertas universidades  
–autoridades y algunos de sus docentes– acostumbradas a una regulación 
en la cual ellas definían su propio rumbo, y que estaban representadas, 
además, en algunos gremios; y (ii), de manera más fuerte, desde el propio 
Congreso. Eso se puede corroborar clasificando las publicaciones en me-
dios de comunicación referidas a Sunedu en los años 2018, 2019 y 2020.3 
Del total de noticias publicadas durante la mayor parte de esos años, los 
grupos que concentraron más información negativa que neutra o positiva 
acerca de Sunedu fueron las universidades, los gremios y el Congreso. 

Las críticas provenientes de las universidades y los docentes pueden 
ser organizadas en tres bloques. El primero, al cual podemos llamar más 
académico, tenía como elemento común la creencia de que esta refor-
ma era controlista. Miembros de la comunidad universitaria y algunas 
autoridades estaban fuertemente movilizados por la idea de que la uni-
versidad debía ser independiente del control político y, por lo tanto, veían 
en la reforma una amenaza a su libertad académica.4 Pero esta postura 
era, asimismo, la crítica de un sistema que se resistía a abrirse a la so-
ciedad, a operar también mediante mecanismos de rendición de cuen-
tas y a perder privilegios debido a una regulación independiente de las 
propias universidades. En muchos países, como señala Brunner (2011), 
se expresaba preocupación por la amenaza fundamental a los límites 
históricos de libertad académica. Conforme fue quedando evidente que 
no había intención de control político de las universidades, y también a 
medida que sus autoridades cambiaban por los nuevos procesos elec-
torales, las críticas de este sector se fueron moderando e incluso las 
nuevas asociaciones apoyaron las acciones de la Sunedu.5

2 	 Para un análisis del proceso previo al diseño y aprobación de la Ley Universitaria, véase Bena-
vides et al. (2016).  

3 	 Para realizar este análisis, se utilizó una base de datos de la Sunedu que recoge todas 
las noticias publicadas en medios de comunicación (prensa, radio, televisión e internet) 
clasificadas según su procedencia. Así, las publicaciones se clasificaron en editoriales  
(i) de las universidades (autoridades, docentes), (ii) de gremios, (iii) de congresistas y (iv) 
de figuras políticas, así como (v) de expertos académicos. Y luego se clasificaron todas las 
publicaciones según si expresaban una mirada negativa, positiva o neutra hacia la reforma 
universitaria y la Sunedu.

4 	 Véanse las críticas iniciales de gremios de docentes y universidades al proyecto de Ley 
Universitaria en Benavides et al. (2016).

5 	 Tal es el caso de la Asociación Nacional de Universidades Públicas. Dicho gremio emitió –el 
10 de septiembre del 2019, en el diario La República– un comunicado en el que rechazaba 
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El segundo bloque estaba conformado por aquellas universidades con 
orientación claramente empresarial, sobre todo el grupo de universidades 
societarias, las cuales, en un inicio, temían que la regulación eliminara el lu-
cro, que no fuera técnica sino ideológica, y que las obligara a reducir sustan-
tivamente sus márgenes de ganancia –al tener que desarrollar más inver-
siones en calidad– o frenar sus inversiones en nuevos programas y filiales. 
Esas universidades –muy mediáticas, por cierto– buscaban neutralizar de 
alguna forma las iniciativas regulatorias. Tal como señala Blackmur (2007) 
en su estudio sobre regulación, buscaban dominar la agenda regulatoria.

La Federación de Universidades Privadas de Educación Superior (Fipes), 
grupo que las representa, estuvo en un inicio en contra de varios puntos 
de la Ley Universitaria (Benavides et al., 2016). Luego moderó su discurso, 
quizás al darse cuenta de los beneficios que conllevaba la implementación 
de las medidas relacionadas con el licenciamiento, pero mantuvo siempre 
las críticas especialmente respecto a los procedimientos administrativos y 
a los temas tributarios.6 Un último caso en relación con esto fue su cuestio-
namiento a la suspensión del crédito tributario. Al no haberse demostrado 
el impacto de dicho crédito en la mejora de la calidad, no se prorrogó su 
vigencia más allá del 2018. Frente a esa medida, Fipes presentó una acción 
popular en la que intentaba prorrogar el crédito tributario por reinversión. 
En el 2019, logró un fallo favorable en primera instancia, pero por la acción 
conjunta de Sunedu, Sunat y el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 
(Minjusdh), no prosperó. La Corte Suprema declaró improcedente la de-
manda en febrero del 2021. 

El tercer bloque es el que conformaban las universidades de mala 
calidad. Estas, si bien se camuflaban detrás de la retórica de la autono-
mía, defendían otros intereses. Eran las que tenían claro que no iban a 
superar la valla de las condiciones básicas de calidad. Fueron las más 
activas en el Congreso y lograron incluso ingresar en la Asociación de 
Universidades del Perú (ASUP), a la que pertenecían algunas universida-
des públicas y otras privadas de mejor calidad.

“la pretensión” de comisiones parlamentarias de obstaculizar, con investigaciones y san-
ciones, que la Sunedu cumpliera sus funciones. De igual manera, el 11 de noviembre del 
2020 señalaron, en su página institucional, que tanto al Poder Ejecutivo como el Congreso 
de la República debían fortalecer a la Sunedu y respetar “sus logros ya avanzados en favor 
del desarrollo universitario” (página ANUPP en Facebook, 2020).

6 	 El D. L. 882 señalaba que las instituciones educativas particulares que invirtieran parte de 
su renta en ellas mismas o en otras instituciones educativas podían acceder a un crédito 
equivalente al 30% de lo reinvertido. Ello fue luego reglamentado por el D. S. 006-2016-EF, 
el cual señala que, para que se otorgue el crédito tributario, la infraestructura o el equipa-
miento deben orientarse a la mejora de las capacidades de investigación e innovación de 
la universidad, en el marco de los parámetros establecidos por la Sunedu y en coordina-
ción con el Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica (Concytec).
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Debido a ello fue que el Congreso, en especial sus comisiones de 
Educación, siempre cuestionaron el trabajo de la Sunedu. En el lapso de 
cinco años (2016-2021), se aprobaron cuatro comisiones investigadoras 
–dos se llegaron a instalar– y, por los temas universitarios, se censuró a 
un ministro de Educación y se interpeló a otro. 

Como ejemplo de las relaciones entre el Congreso y las universida-
des, describiré tres casos asociados a tres grupos políticos. Durante el 
periodo congresal del 2011 al 2020, Fuerza Popular fue el partido que 
más se opuso a la reforma. En el 2014, 32 de sus congresistas firmaron 
una acción de inconstitucionalidad contra la Ley Universitaria, alegando 
que vulneraba la autonomía. Además de las vinculaciones concretas 
de algunos miembros de dicha agrupación con universidades, y la per-
manente hostilidad hacia la Sunedu por parte de las comisiones de 
Educación presididas por Fuerza Popular hasta el 2019, informes pe-
riodísticos señalaron que, durante el 2017, 27 millones de soles de Alas 
Peruanas terminaron en empresas de Joaquín Ramírez, quien fuera 
secretario general y congresista por Fuerza Popular.7 De igual modo, en 
enero del 2020, según el semanario La Ley, se autorizó el allanamiento 
de dicha universidad por estar bajo sospecha de formar parte de un 
elaborado esquema de lavado de dinero.8 Debido a los incumplimien-
tos de las condiciones básicas de calidad, Alas Peruanas no logró su 
licenciamiento. 

Otro grupo bastante crítico de la Sunedu fue Alianza para el Progreso, 
cercano a la familia Acuña. Esta familia está vinculada con cuatro uni-
versidades: Universidad César Vallejo (UCV), Universidad Señor de Sipán, 
Universidad Autónoma del Perú y Universidad de Lambayeque. Solo esta 
última no logró el licenciamiento. Su dueño era Virgilio Acuña, quien du-
rante los últimos años se ha distanciado de su hermano César, pero fue 
congresista por Solidaridad Nacional del 2011 al 2016. Según Semana Eco-
nómica, hasta el 2014, en los estados financieros de la UCV se detallaban 
préstamos a Alianza para el Progreso. Siempre según este semanario, la 
UCV, fundada por César Acuña, tuvo que invertir más de 400 millones de 
soles, así como ajustar su modelo de negocios –que anteriormente se 
sustentaba privilegiando rentabilidad sobre calidad–, para enfrentarse al 
proceso de licenciamiento. Por las exigencias de la Sunedu, la UCV tuvo 

7 	 Hildebrandt en sus trece (17/1/2020). Alas Peruanas. Lo que volaba era la plata. Recu-
perado de http://cms.imedia.pe/2020/01/17/alas-peruanas-lo-que-volaba-era-la-pla-
ta/25927324/4764 

8 	 La Ley (15 de enero del 2020). Allanan local de Universidad Alas Peruanas por investiga-
ción contra Joaquín Ramírez. Recuperado de https://laley.pe/art/9084/allanan-local-de-
universidad-alas-peruanas-por-investigacion-contra-joaquin-ramirez
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que desistirse de 39 programas de estudios y 5 filiales. El margen de uti-
lidades, según dicho semanario, cayó temporalmente –entre el 2015 y el 
2018– debido, entre otras razones, a la adecuación a la Ley Universitaria.9

Finalmente, también tuvo representación congresal Podemos, partido 
fundado por José Luna Gálvez. La familia Luna se encuentra vinculada a 
tres universidades: la Universidad Privada Telesup, la Universidad Ciencias 
de la Salud y la Escuela de Posgrado en Lima. Ninguna de las tres logró 
obtener el licenciamiento de Sunedu. Según el semanario Ojo Público, 
Telesup llegó a su cúspide en el 2014, cuando su facturación anual bordeaba 
los 40 millones de soles, con 14 sedes.10 El hijo de Luna Gálvez, José Luna 
Morales, fue congresista por Podemos desde el 2020 y, junto con su padre, 
están siendo investigados por lavado de activos. Según el semanario Ojo 
Público, la Universidad Telesup participó en pagos encubiertos a consejeros 
del desactivado Consejo Nacional de la Magistratura.11 Es importante 
mencionar que, en el 2020, los congresistas de Podemos jugaron un rol 
importante en los cuestionamientos a la Sunedu.

Esos tres grupos, a los cuales se sumaban congresistas de otros 
partidos, lideraron la resistencia frente a la Sunedu durante todos sus 
años de funcionamiento.

3. La coalición por la calidad

Tal como se señaló en la introducción, no estaban dadas las condiciones 
–ni políticas ni institucionales– para que una reforma institucional logra-
ra implementarse. A eso se sumaban las dificultades propias de refor-
mas orientadas a la calidad en el sector Educación, las cuales, tal como 
señala Navarro (2006), suelen ser neutralizadas por distintos grupos de 
interés. ¿De qué manera esta reforma pudo avanzar, y no terminar sien-
do capturada por los intereses que la cuestionaban y presionaban cons-
tantemente en su contra? Como dijimos anteriormente, esto se debió 
al apoyo de una coalición –implícita– entre expertos, opinión pública y 
una institucionalidad técnica independiente alrededor del discurso de 
mejora de la calidad.

9 	 Semana Económica (12 de junio del 2019). La Universidad César Vallejo obtuvo el licencia-
miento por seis años: ¿qué tuvo que hacer para lograrlo? Autor de la nota: Paolo Benza. 
Recuperado de http://cms.imedia.pe/2019/06/12/la-universidad-c-sar-vallejo-obtuvo-el-
licenciamiento-por-seis-a-os-qu-tuvo-que-hacer-para-lograrlo/20307066/7373

10 	 Ojo Público (13 de diciembre del 2020). El negocio educativo de las familias Acuña y Luna 
confronta la reforma universitaria. Autora de la nota: Elizabeth Salazar. Recuperado de 
http://cms.imedia.pe/2020/12/13/el-negocio-educativo-de-las-familias-acuna-y-luna-
confronta-la-reforma-universitaria/35114841/7396

11 	 Véase nota 10.
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Consenso de expertos
Si uno observa las publicaciones en medios entre los años 2018 al 
2020, las opiniones de los expertos eran, en su mayor parte, positivas. 
Efectivamente, tanto la Ley Universitaria como la propia creación de la 
Sunedu, así como el desarrollo de la política de aseguramiento de la calidad, 
convocaron a un grupo de expertos independientes, sin vinculaciones 
con la política, todos con conocimiento del mundo universitario y un perfil 
importante de contribuciones académicas. 

El consenso se producía en torno a la importancia de mejorar la cali-
dad de las universidades, implementando para ello el proceso de licen-
ciamiento y de ordenamiento de cómo iba a funcionar el sistema. Ese 
consenso, sin embargo, también convivió con algunas críticas impor-
tantes. Por una parte, algunas voces de las propias universidades mani-
festaron cierta nostalgia por una autonomía supuestamente vulnerada 
o cuestionamientos porque, para ellos, la reforma universitaria, en reali-
dad, solo representaba una nueva forma de control estatal por parte de 
una nueva tecnocracia, y no tenía mayor impacto en el rol de la universi-
dad como productora de conocimiento. Por otra parte, se manifestaron 
algunas críticas contra el rol regulador del Estado y las barreras buro-
cráticas que generaría al limitar la operación del mercado universitario. 
Y también las de aquellos que cuestionaban que la ley no diferenciaba 
entre universidades, especialmente en el rol que se pedía que todas 
le dieran a la investigación. Pero esas posiciones no cuestionaban el 
consenso mayoritario existente, expresado en diversos artículos de opi-
nión. Si bien las críticas a los procedimientos de una burocracia estatal 
siempre continuaron, durante la primera fase de implementación de la 
reforma existió un acuerdo acerca de la importancia de la Sunedu para 
reordenar el sistema universitario, garantizando condiciones de calidad 
y un uso adecuado de los recursos.12 

12 	 Consenso que, además, también se materializó en comunicados importantes cuando 
la Sunedu estaba siendo amenazada. Tal es el caso del comunicado publicado en sep-
tiembre del 2019 por la Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP) y la Universidad 
del Pacífico, en el que expresaban su preocupación por que la Comisión de Educación 
del Parlamento solicitó facultades para investigar a la Sunedu y por “la presión ejercida 
por actores individuales con intereses particulares”. Asimismo, defendieron la labor de 
la Sunedu señalando que “ejerce una tarea crucial” en asegurar que las universidades 
públicas y privadas obtengan las condiciones básicas para ofrecer educación de calidad. 
Véase https://canaln.pe/actualidad/sunedu-pucp-y-up-expresan-preocupacion-ante-po-
sible-investigacion-n387872
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Un buen diseño organizacional que puso en el centro el valor de la 
autonomía de Sunedu
La Ley 30220 contiene varias definiciones centrales que han ayudado a 
que la institución desarrolle con autonomía su trabajo técnico. Si bien el 
artículo 14 señala que la Sunedu ejecuta sus funciones de acuerdo con 
las políticas y planes sectoriales aplicables, así como con los lineamien-
tos del Minedu, lo debe hacer siempre preservando su finalidad. En ese 
sentido, si bien en la norma se propone un alineamiento a las políticas 
definidas por el ente rector, para poder avanzar en esta reforma se in-
terpretó la Ley –que afecta muchos intereses– poniendo por delante el 
cumplimiento de su finalidad, para lo cual debe ser siempre autónoma. 
Ese fue un mecanismo de protección necesario frente a posibles inter-
ferencias provenientes del ámbito político. Esa interpretación, además, 
se sustentaba en su propia definición. El artículo 12 de la Ley 30220 
señala que la Sunedu es un “Organismo Público Técnico Especializado 
adscrito al Ministerio de Educación”, pero con “autonomía técnica, fun-
cional, económica, presupuestal y administrativa, para el ejercicio de sus 
funciones”. Solo mediante el ejercicio de su autonomía técnica puede 
cumplir con su finalidad, que es la de constituirse en “la autoridad cen-
tral de la supervisión de la calidad bajo el ámbito de su competencia, 
incluyendo el licenciamiento y supervisión de las condiciones del ser-
vicio educativo de nivel superior universitario, en razón de lo cual dicta 
normas y establece procedimientos para asegurar el cumplimiento de 
las políticas públicas del Sector Educación en materia de su competen-
cia” (Ley 30220, artículo 22). 

Esa naturaleza técnica se reforzaba con la importancia tanto del me-
canismo de selección como de los roles de su Consejo Directivo. Si bien 
el superintendente es elegido por el ministro de Educación, la Sunedu 
cuenta con un Consejo Directivo cinco de cuyos miembros son elegidos 
por concurso público en función de sus credenciales profesionales y 
académicas. Y ese Consejo, tal como se define en el artículo 17.1 de la ley, 
es “el órgano máximo y de mayor jerarquía de la Sunedu. Es responsable 
de aprobar políticas institucionales y de asegurar la marcha adecuada de 
la entidad”. La selección de los miembros de ese Consejo se hizo siem-
pre siguiendo los requerimientos de forma estricta y constituye uno de 
los procesos más importantes de la institución. En un contexto de tanta 
interferencia política y empresarial, era importante dar la señal de que 
las decisiones de Sunedu no iban a obedecer a ese tipo de presiones, 
sino más bien se iban a sustentar técnicamente. 

Por ello, no es casual que cada vez que ha surgido una crisis relaciona-
da con alguna interferencia política, ha sido el Consejo Directivo el que ha 
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resuelto el asunto apostando por la institucionalidad. Ocurrió, por ejem-
plo, cuando llegó a la presidencia de Sunedu una persona que contaba 
con el respaldo de la mayoría congresal, pero carecía de las credenciales 
académicas. El Consejo Directivo le pidió su renuncia y ello condujo a un 
cambio en la jefatura de la institución.13 Conscientes de la importancia y la 
autonomía de este Consejo, muchas iniciativas congresales contrarias a la 
reforma –tanto del Congreso 2016-2019 como del que inició sus labores 
en el 2020– intentaron controlar sus acciones independientes, sea bus-
cando variar su composición o poniéndole por encima otras instancias.14 

El respaldo de la opinión pública
Las decisiones que tomaba la Sunedu no eran necesariamente 
populares. Quitarles la autorización de funcionamiento a universidades 
con estudiantes, muchos de ellos provenientes de sectores en situación 
de pobreza, podría ser considerado como una medida poco popular. 
Sin embargo, en un contexto marcado por un Congreso en contra y un 
Ejecutivo débil la mayor parte del tiempo, era importante contar con el 
respaldo de la opinión pública. Y eso se logró. 

Al observar los artículos periodísticos sobre Sunedu o la reforma uni-
versitaria entre el 2018 y el 2020 –tanto las noticias referentes a la opinión 
pública como los editoriales, sobre todo a partir del 2019–, se constata 
que eran, en su mayoría, neutros o positivos. A esto se agregan las en-
cuestas de opinión. Según una encuesta de IPSOS del 2019, de las perso-
nas que conocían las funciones de Sunedu, casi 7 de cada 10 confiaban 
en su trabajo. Un indicador poco visto de confianza hacia las instituciones, 
a pesar de las decisiones que se tomaban.

Sunedu prestó mucha atención a los temas comunicacionales, para 
lo cual mantuvo su presencia en prensa, pero también directa entre 
la población. Sus acciones comunicacionales buscaban que quedara 
claro que la finalidad de todas sus actividades era el cumplimiento es-
tricto de la Ley Universitaria y la apuesta por la calidad. Y que lo que ha-
bían hecho las universidades de baja calidad era utilizar una aspiración 

13 	 Flor Luna Victoria fue designada como superintendente el 13 de febrero del 2018, en 
reemplazo de Lorena Masías. Ante una serie de cuestionamientos, y especialmente la 
aparición de evidencias de plagio, el Consejo Directivo de Sunedu le pidió su renuncia el 
28 de febrero del 2018.

14 	 Por ejemplo, el proyecto de Ley presentado el 24 de octubre del 2016 por el congresista 
aprista Velásquez Quesquén buscaba cambiar por completo la composición del Consejo 
Directivo de Sunedu. O, más recientemente, el proyecto de Ley 5145/2020-Pe buscaba 
limitar la autonomía técnica de la decisiones del Consejo Directivo de Sunedu mediante 
la creación de una instancia superior: el Consejo Nacional de Asuntos Universitarios, el 
cual tendría una conformación política. 
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legítima de los estudiantes y sus familias, pero para fines personales, 
empresariales o políticos, sin apostar por estándares de calidad. Esa 
narrativa promovió que se entendiera quiénes eran los responsables 
de este problema y contribuyó a que Sunedu avanzara en sus decisio-
nes. Fue importante también que, ante la ausencia de propuestas por 
parte del Minedu durante los años 2017, 2018 y 2019 para hacer frente 
al problema de los estudiantes, Sunedu emitiera una normativa que 
permitía la continuidad de los estudios, los traslados o las fusiones de 
universidades. Esta normativa diferenciaba la sanción a las universida-
des –al quitarles su licencia para que no se generaran más admisio-
nes– de la oportunidad de los estudiantes de dichas casas de estudios 
de continuar o de trasladarse a otra universidad en el marco de un 
plan de cese. Ese plan era responsabilidad de las autoridades de las 
universidades denegadas y su incumplimiento tenía consecuencias ad-
ministrativas y penales. Igualmente, fue importante señalar la validez 
de los grados de los estudiantes que terminaban en las universidades 
con licenciamiento denegado.15

Conforme Sunedu avanzaba, se iba sumando, además, la percep-
ción de que era una institución distinta en un país en el que predomi-
naba el incumplimiento de la ley y la poca eficacia institucional. Fren-
te a eso, se encontraba una institución que no respondía a intereses 
empresariales ni políticos, sino que, más bien, iba cumpliendo con su 
mandato incluso en circunstancias difíciles. 

4. Algunas reflexiones sobre la continuidad de la reforma

Si bien Sunedu ha logrado avances importantes, se trata todavía solo de 
la primera etapa: la del establecimiento de las condiciones básicas de 
calidad y de la supervisión de la legalidad en el sistema. Las universida-
des peruanas deben continuar mejorando. Es importante, por ello, seguir 
enmarcando este proceso en el contexto de una reforma universitaria 
que debe fortalecerse y ser sostenible. Es preciso continuar realizando 
los esfuerzos necesarios para mostrar que estamos frente a una refor-
ma que intenta redefinir el papel de la universidad peruana buscando 
que genere conocimiento y nuevos saberes relevantes para el país y, al 
mismo tiempo, ofrezca a los jóvenes una buena formación profesional. 

15 	 Por ejemplo, las resoluciones del Consejo Directivo 111 2018 (Reglamento de Proceso de 
Cese de Actividades), 112-2018 (Reglamento de Fusiones de Universidades), 079-2019 (que 
permitía traslados de estudiantes con menos de 72 créditos), 082-2019 (que permitía que 
las universidades utilizaran el 2% de su presupuesto de responsabilidad social para ayu-
dar a estudiantes de universidades cuyo licenciamiento había sido denegado), entre otros.
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Se cuenta para ello con un marco importante, al haberse promulgado 
la Política Nacional de Educación Técnica Productiva.16 Esa norma integra, 
por primera vez, la educación universitaria con las otras modalidades de 
educación superior. Al mismo tiempo, es relevante para continuar con el 
fortalecimiento de la universidad pública, pero también con la otra refor-
ma pendiente: aquella relacionada con la educación técnica y productiva. 
Esas dos apuestas son sustantivas para mejorar la equidad en el acceso 
de estudiantes a la educación superior. La universidad pública debe poder 
continuar absorbiendo a más estudiantes sin comprometer la calidad, al 
mismo tiempo que tiene que legitimarse la educación técnica como una 
opción importante para los jóvenes.17 Si las condiciones de calidad para 
dicho nivel no se logran, habrá mucha más presión sobre el sistema uni-
versitario, dado el aumento en el egreso de la secundaria.

En el texto que sigue, daremos algunas ideas sobre las medidas que 
corresponden con el trabajo de Sunedu.

Fortalecer la autonomía y el carácter técnico de la institución
Dada la importancia de la autonomía de Sunedu para garantizar el cum-
plimiento de sus fines institucionales, cualquier iniciativa debe buscar 
fortalecerla. Es preciso mantener su autonomía técnica, acorde con su 
finalidad de ser la autoridad central para la supervisión de la calidad. Si 
bien la tensión con la autoridad política siempre va a existir –dado su di-
seño organizacional de estar adscrita a un sector–, sí ayudaría promover 
el surgimiento de más elementos que fortalezcan esa autonomía. 

Esto se puede lograr, en primer lugar, con medidas que independi-
cen el nombramiento del siguiente superintendente(a) por parte del 
Ejecutivo, lo que puede concretarse mediante diversas formas. Una de 
ellas es que el siguiente superintendente(a)18 sea nombrado por con-
curso público, y se mantengan los requisitos de independencia técni-
ca, capacidad de gestión, y trayectoria académica y universitaria. Otra 
opción es que sea escogido entre los miembros del Consejo Directivo 
elegidos por concurso público. 

En segundo lugar, se puede avanzar en la institucionalización de una 
carrera meritocrática dentro de la Sunedu. Se trata de proteger al perso-
nal de los avatares de la política, y construir para ellos una carrera pública 

16 	 Aprobada mediante el D. S. 012-2020-Minedu el 31 de agosto del 2020.
17 	 El acceso a la educación superior en el Perú es bajo en comparación con otros países de 

la región. Solo 3 de cada 10 egresados de la educación básica transitan a la superior. De los 
alumnos matriculados en educación superior, la mayor parte están en la universidad (65%). 

18 	 El actual superintendente tiene un mandado por tres años, hasta septiembre del 2023.



146

/ El Perú pendiente: ensayos para un desarrollo con bienestar/

que les permita mantener su independencia y seguir con sus tareas 
formativas. Parte de dicho proceso consiste, además, en continuar con 
la agenda de relacionar a Sunedu con instituciones internacionales que 
permitan la transferencia de capacidades. Ya existen convenios con al-
gunas instituciones, pero es indispensable no solo mantener, sino tam-
bién ampliar y profundizar esa línea de trabajo.

Para los fines del trabajo técnico y eficiente, se debe, a su vez, conti-
nuar con el fortalecimiento del sistema de información universitaria. En el 
2020, se tomaron decisiones relevantes para evitar la duplicidad entre las 
diferentes instituciones comprometidas con el tema –Sunedu, Minedu, 
Sineace– y dirigirse hacia un solo sistema integrado, interoperable, con 
competencias diferentes, bajo la rectoría del Minedu.19 Avanzar en dicho 
sistema integrado es central en el propósito de proveer información útil y 
rápida para la gestión interna de los procedimientos –con lo cual se ga-
naría en eficiencia–, y también para promover un mejor acceso a la infor-
mación por parte de la propia comunidad de estudiantes e investigadores. 

Finalmente, en el aspecto técnico, Sunedu debe seguir avanzando en 
el licenciamiento de programas de carreras prioritarias. El programa de 
Medicina fue un primer paso importante, pero quedan otros, tales como 
las Ingenierías y Educación. En el caso de Educación, dicha iniciativa debe 
ser parte de una reforma integral de la formación inicial docente, que no 
solo aborde los estudios en institutos, sino también en universidades. 

Adecuar técnicamente la regulación 
a las transformaciones del sistema
La intensidad del control regulatorio se debe relacionar con la forma en 
que las universidades han hecho suyos o no los fines de la universidad. A 
mayor incorporación de esos fines –en la medida en que sean creencias 
compartidas y orienten los comportamientos cotidianos–, habrá menor 
necesidad de una regulación estricta (Meyer y Rowan, 2006). Los países 
con mejores sistemas universitarios requieren menos regulación, dado 
que son sistemas en los que la calidad está institucionalmente incorpo-
rada y forma parte de la cultura de las propias organizaciones. 

En ese sentido, la regulación mediante el licenciamiento y la super-
visión deben seguir manteniéndose fuertes hasta que las propias insti-
tuciones universitarias legitimen y hagan suyos los principios asociados 
a la vida universitaria: la generación de conocimiento, la importancia del 
mérito, la adecuación permanente a las circunstancias sociales, el uso 

19 	 En octubre del 2020, se promulgó la R. M. 422-2020-Minedu, que aprobó la norma técnica 
del Sistema Integrado de Información de la Educación Superior Universitaria (Siiesu).
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razonable de los recursos, entre otros. Una vez que esas prácticas sean 
desarrolladas espontáneamente, las normas regulatorias deben empe-
zar a flexibilizarse.

Finalmente, siempre promoviendo la mejora continua del sistema, las 
condiciones básicas deben incorporar en la normativa las adecuaciones 
y los aprendizajes vinculados al impacto de la pandemia. Ya en el 2020 
se dieron pasos hacia ello en la línea de modificar la regulación so-
bre educación a distancia.20 Sin embargo, todavía queda pendiente una 
reflexión importante sobre cómo nuestro sistema universitario transita 
hacia una transformación digital más allá de la respuesta a la emergen-
cia, y cómo debe actuar la regulación frente a ello.

Reconocer la heterogeneidad de las universidades luego 
de su licenciamiento y su buen cumplimiento normativo
Luego de la primera ronda de licenciamiento, las normas y los 
procedimientos regulatorios se deben adecuar también a las diferentes 
situaciones de las universidades. Ello puede transformarse, asimismo, en 
un incentivo para la mejora. Por ejemplo, según el desempeño que vayan 
teniendo las universidades, se deben ir transfiriendo competencias de 
licenciamiento en la evaluación de universidades hacia la acreditación. 
Las universidades que demuestran un desempeño muy por encima de las 
condiciones básicas podrían no tener que pasar por otro licenciamiento, 
sino ir de frente a una acreditación. Si no la consiguen, podrían regresar 
hacia buscar su autorización.

Para ello, se debe garantizar una articulación fluida entre el proceso 
de licenciamiento y el de acreditación. Es preciso reconocerlos como dos 
mecanismos claramente diferenciados. La acreditación no puede otorgar-
se a universidades o programas que aún están en el nivel de condiciones 
básicas, sino reservarse para aquellas instituciones que ya lo superaron. 
Y viceversa: el licenciamiento no debe exigir resultados de excelencia. En 
resumen, la acreditación debería ubicarse más en los tramos de tran-
sición a la excelencia y en la excelencia, mientras que el licenciamiento 
podría vincularse a las autorizaciones para crear nuevas universidades, así 
como a la evaluación de las condiciones básicas de calidad de las exis-
tentes que aún no logran despegar a la excelencia. Ambos modelos de 
evaluación deben ser diseñados, entonces, en forma integrada.21 

20 	 Por ejemplo, la Resolución 105 2020 de Sunedu, en la que se publican disposiciones para 
la prestación del servicio educativo superior universitario en las modalidades semipre-
sencial y a distancia, y el modelo de licenciamiento de programas en ambas modalidades.

21 	 Si bien la Sunedu amplió por dos años la vigencia de las autorizaciones de funcionamiento 
de las universidades, su Consejo Directivo ya publicó, en septiembre del 2021, el segundo 
modelo de licenciamiento. Es importante la apuesta de buscar la mejora continua para 
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El mismo criterio puede aplicarse a otras normativas. Por ejemplo, a 
programas nuevos, filiales nuevas. Con esa confianza, se puede ir pasan-
do de normas ex ante a supervisiones ex post. Es decir, que las univer-
sidades que exhiben un desempeño mayor que las condiciones básicas 
de calidad puedan crear programas nuevos o filiales solo informando 
acerca de ello, pero sin necesidad de pedir autorización previa, y Sunedu 
esté atenta a posibles denuncias acerca de esos programas o filiales, 
sobre todo si dejan de ofrecer por lo menos condiciones básicas de ca-
lidad. Es importante que se vaya construyendo un sistema universitario 
que genere más confianza y, por tanto, como se señaló anteriormente, 
haya menos necesidad de aplicar una regulación intensiva. 
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